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La creación de un Tribunal Penal Internacio-
nal con carácter permanente y autónomo, es
un importante esfuerzo de la comunidad in-
ternacional en la tarea que nos compromete
a todos, de tratar de eliminar, o al menos dis-
minuir significativamente, la impunidad de la
que aún gozan muchos responsables de crí-
menes tan aberrantes como el genocidio, lesa
humanidad, agresión armada y violaciones
graves al derecho aplicable en caso de con-
flicto armado o terrorismo, que por diferentes
razones no son juzgados en tribunales nacio-
nales y, en ese sentido, lo logrado en Roma el
año pasado es un importante paso.

Como lo afirmó con razón hace unos años el
entonces Alto Comisionado de las Naciones
Unidas para los Derechos Humanos, José
Ayala Lasso, confirmando recientemente
como Canciller de su país, Ecuador, a propó-
sito de la conveniencia de crear un Tribunal
Penal Internacional: juntos, debemos libe-
rar al planeta de la obscenidad que
supone que una persona tenga más pro-
babilidades de ser juzgada por matar a
un ser humano que por matar a mil.

Se buscó un Tribunal que deje claro que los
Estados Parte tienen la obligación de poner a
disposición de la justicia a las personas pre-
suntas responsables de crímenes clásicos de
carácter internacional y que cuando los tri-
bunales nacionales no puedan por un conflicto
o resolución por ejemplo, o no quieran, por
razones políticas, juzgar a esa persona, la
Corte Penal Internacional pueda determinar,
conforme a un procedimiento claro y preci-
so, que ella misma debe ser la encargada de
llevar adelante el juicio correspondiente.

En un interesante artículo publicado en enero
de 1997 por el Secretario de Amnistía Inter-

nacional (IOR 40/01/97/5), se hace una eva-
luación de la situación de la impunidad
respecto los delitos internaciones desde la
postguerra a la fecha, que por su importancia
se reproduce a continuación:

Desde la Segunda Guerra Mundial, va-
rios Estados han iniciado investigaciones
o procesos por actos cometidos en su te-
rritorio o en otros. Estas actuaciones se
han basado en la existencia de una su-
puesta jurisdicción universal aplicada a
hechos que constituyeron violaciones gra-
ves del derecho humanitario, violaciones
graves de los derechos humanos o abusos
sistemáticos o generalizados que podían
considerarse crímenes contra la humani-
dad. Sólo un reducido número de Estados
han llevado a cabo investigaciones o pro-
cesos de autoridades del Gobierno que
entonces ejercían el poder, entre ellos
Bosnia y Herzegovina, Croacia, Estados
Unidos y la República Federativa de Yu-
goslavia. Sin embargo, la mayor parte de
las investigaciones y procesos no consti-
tuyeron una amenaza directa para esos
Gobiernos. Por ejemplo, en 1994, un ciu-
dadano particular fue declarado culpable
de genocidio en Brasil por actos cometi-
dos en 1963.

Unos pocos Estados han ejercido la ju-
risdicción universal sobre personas
sospechosas de haber cometido delitos en
otros Estados para poder procesarlas en
sus propios tribunales, entre ellos, Austria,
Bélgica, Dinamarca, España, Italia y los
Países Bajos, o para trasladarlas a un tri-
bunal internacional, entre ellos Alemania,
Bélgica, Bosnia y Herzegovina, Camerún,
Francia, Kenia, los Países Bajos, Suiza y
Zambia. La mayoría de los Estados no
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comenzaron investigaciones o procesos
hasta que llegó al poder un nuevo Go-
bierno, entre ellos Alemania, Argentina,
Bolivia, Camboya, Cuba, Etiopía, Guinea
Ecuatorial, Grecia, Honduras, Letonia, Re-
pública Centroafricana, República de Corea,
Ruanda y Sudáfrica, o tras la victoria des-
pués de una guerra, como Bangladesh, India
y Kuwait. Sin embargo, en la mayoría de es-
tos Estados, sólo un pequeño porcentaje de
la cifra total de los presuntos responsables
ha llegado a ser investigado o procesado.

Es más las leyes de amnistía o los acuer-
dos de paz han impedido o interrumpido
las investigaciones o los procesos en mu-
chos Estados, como en Argentina,
Bangladesh, Brasil, Chile, Croacia, El
Salvador, Haití, Honduras, India, Liberia,
Nicaragua, Perú, Sudáfrica, Surinam y
Uruguay. Además, muchos de los proce-
dimientos no se han ajustado a las normas
internacionales o han llegado a constituir
juicios fraudulentos.

Conferencia de Roma

México asistió a la Conferencia
Plenipotenciaria para crear un Tribunal Pe-
nal Internacional que tuvo lugar en Roma el
año pasado señalando desde el comienzo que,
en la negociación que se iniciaba, nuestro país
se sujetaba a los criterios que se dieron a
conocer a la opinión pública en el Boletín de
Prensa 254 de la Secretaría de Relaciones
Exteriores del 24 de junio de 1998, de los cua-
les se reproducen los más importantes a
continuación:

México apoya firmemente la creación de
la Corte Penal Internacional, como un im-
portante paso en el desarrollo del Derecho
Penal Internacional; sin embargo, es in-
dispensable negociar un Estatuto para ese
Tribunal que garantice su independencia
frente a cualquier organismo internacio-
nal, gubernamental o no gubernamental,
incluyendo el Consejo de Seguridad de la
ONU que fue el que creó los Tribunales
para la ex-Yugoslavia y Ruanda. Se puso

énfasis en este aspecto, por estimar que
la vinculación de la Corte y el Consejo,
siguiendo los precedentes citados, podría
crear una situación de dependencia que
minaba la autonomía necesaria del tribu-
nal por establecerse.

Asimismo nuestro país debe garantizar que
la Corte sea una institución que actúe con
absoluta imparcialidad y certeza jurídica
y que su Estatuto defina en términos muy
precisos las garantías mínimas en el debi-
do proceso en forma compatible con lo que
sobre el particular establece nuestra Car-
ta Magna.

Para lograr esas metas, México consideró que
la Conferencia debería alcanzar los objetivos
siguientes:

n Una clara definición de los casos en los
cuales puede actuar la Corte, dejando bien
establecido que no se trata de sustituir los
sistemas judiciales nacionales en vigor, sino
de complementarlos para castigar a indi-
viduos responsables de los delitos inter-
nacionales más graves y aberrantes defi-
nidos en Tratados o Resoluciones
Declarativas de lex lata o lex ferenda.

n Estrictamente, la Corte debe tener com-
petencia exclusivamente sobre individuos
y no sobre Estados. El financiamiento de
la Corte debe efectuarse en forma inde-
pendiente del presupuesto ordinario de la
Organización de Naciones Unidas y estar
básicamente a cargo de los Estados Par-
te del Estatuto.

Si bien el llamado principio de
complementariedad no puede basarse en el con-
sentimiento de los Estados, y así lo señalamos
en el Debate General y en las negociaciones
durante la Conferencia de Roma, lo que sí sos-
tuvimos es que era necesario establecer
claramente los casos de excepción a la jurisdic-
ción nacional y fijar las salvaguardias que
aseguren que no se comentan abusos que afec-
ten la soberanía de los Estados, mediante la
aplicación de criterios no pactados, lo cual esti-
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mamos se logró con las enmiendas de México
en esta materia, incorporadas en el Artículo 17
del Estatuto aprobado.

Estimamos por último, que en el Estatuto de-
ben incluirse los mecanismos adecuados de
solución de controversias de cualquier dis-
crepancia respecto a la interpretación de dicho
instrumento internacional o entre los Estados
Parte a propósito de la Corte y, en ese senti-
do, se propuso –y así se incorporó en el
Artículo 108- una referencia a la Corte In-
ternacional de Justicia.

Debemos destacar que algunos de estos ob-
jetivos, como se señala, se cumplieron, aunque
lamentablemente no todos, por lo que ahora
debemos evaluar si el balance de lo logrado,
más el trabajo que debemos hacer en la Co-
misión Preparatoria el año entrante y en otros
foros como la Asamblea General de las Na-
ciones Unidas y quizás, la Corte Internacional
de Justicia para resolver algunas de nuestras
objeciones, nos permite adherirnos a ese Es-
tatuto, partiendo de la premisa de que México
apoyó y apoya la creación de este Tribunal.

Resultados de la Conferencia de Roma

Después de cinco semanas de intensas ne-
gociaciones en Roma, se lograron
significativos progresos en la elaboración de
un Estatuto por consenso, que tendría como
característica principal el delimitar la compe-
tencia de la Corte a tres crímenes: genocidio,
lesa humanidad y crímenes de guerra. El cri-
men de agresión se incluyó a último momento
y aún tenemos que definir los elementos cons-
titutivos de ese crimen y resolver cual será la
función del Consejo de Seguridad y de la
Asamblea General de la ONU, en un caso
de responsabilidad penal individual.

Aceptamos, incorporando algunas precisio-
nes formuladas por México, el principio de
complementariedad que definía los casos de
excepción en los que la competencia de la
Corte operaba en forma automática, dando
mayor certeza jurídica y apoyamos también
la formula más flexible en cuanto a los requi-

sitos para que cobrara vigencia la competen-
cia de la Corte; logrando asimismo acuerdo
general sobre los elementos que tipifican los
tres crímenes que se incorporan a la compe-
tencia de la Corte; sobre la estructura misma
del Tribunal; respecto a una significativa par-
te del capítulo que define las facultades del
fiscal y los derechos del acusado, así como el
tipo de financiamiento de la propia Corte, so-
bre los mecanismos de solución de
controversias y el sistema de revisión del
Estatuto.

Sin embargo, no se logró el acuerdo general
sobre las condiciones de una posible vincula-
ción de la Corte con el Consejo de Seguridad,
la inclusión entre los casos típicos de críme-
nes de guerra de armas de destrucción
masiva, respecto a las obligaciones de los
Estados No Parte del Estatuto o para los Es-
tados Parte la posibilidad de hacer reservas
compatibles con el objetivo y el propósito del
Tratado, además de la inadecuada incorpo-
ración en el Estatuto de una cláusula (Artículo
9) intitulada «Elementos del Crimen» que se-
ñala que además de lo incluido en el Tratado
a propósito de la definición de cada crimen,
deben elaborarse otros «elementos» de cada
crimen, sistema que además de ser ajeno a
nuestro sistema jurídico, incluye un elemento
de incertidumbre.

En el proceso de negociación y consultas in-
formales que tuvo lugar durante la
Conferencia, México siempre estuvo presen-
te salvo en la última etapa, en la que el
Presidente de la Comisión Plenaria que con-
dujo las consultas, se limitó a dialogar con
algunos países que él consideró en un deter-
minado momento claves produciendo una
«transigencia» que es un ejemplo de cómo el
«apresuramiento» puede resultar en un pa-
quete controvertido de propuestas que,
además, minaba el delicado esfuerzo que se
estaba realizando hasta ese momento para
lograr un texto de consenso. Lo más adecua-
do, y así lo sugirió México informalmente al
país sede y a otros participantes, hubiera sido
mejor posponer el cierre de la Conferencia
por un plazo determinado, para concluir las
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negociaciones sobre los temas pendientes y
regresar a Roma a la aprobación y firma y
no, como ocurrió, impulsar propuestas que de
antemano se sabía no eran aceptables para
muchas Delegaciones.

A la luz de esta situación México y otros
muchos países, confrontados con un texto fi-
nal que no sólo no resolvía las cuestiones
pendientes sino que, al contrario, optaba por
algunas soluciones contrarias a nuestras po-
siciones, se vio obligado a abstenerse –no a
votar en contra- en el escrutinio en Plenaria,
al igual que lo hicieron otros 20 países parti-
cipantes aparte de los siete que votaron en
contra.

A pesar de la situación parlamentaria antes
descrita y reconociendo que el Estatuto so-
metido a votación contiene significativos
avances con el desarrollo y codificación del
Derecho Penal Internacional con miras a la
creación de la primera Corte Penal Interna-
cional de carácter permanente, la Delegación
Mexicana trató, en cumplimiento expreso de
instrucciones de la Cancillería mexicana, de
preservar la integridad del paquete de pro-
puestas, a pesar de las objeciones que tenía,
retirando inclusive una propuesta alternativa
que había formulado; sin embargo, cuando el
consenso quedó roto en la Conferencia Ple-
naria en la que se clausuraba la reunión,
México se vió en la necesidad de abstenerse
sobre el Estatuto en su versión final, para así
mantener todas las opciones abiertas para las
autoridades responsables en México y deci-
dir, sin ningún pronunciamiento previo en un
sentido u otro, sobre si conviene a nuestros
intereses suscribir o no el Convenio en los
términos que fue presentado.

Fundamento de las Posiciones de México

Dada la importancia de algunas de las obje-
ciones de México sobre el Estatuto,
proporcionamos a continuación algunas ex-
plicaciones que fundamentan nuestra
posición:

Vinculación entre la Corte y el Consejo
de Seguridad de las Naciones Unidas

Debe entenderse que México no trató, en el
contexto de la negociación del Estatuto, de
resolver discrepancias respecto a la interpre-
tación de cláusulas de la Carta de la ONU y
menos aún desconocer la responsabilidad pri-
mordial –no única- del Consejo de Seguridad
en el mantenimiento de la paz conforme el
Capítulo VII, pero tampoco podíamos acep-
tar que el instrumento sujeto a negociación
consagre tesis que signifiquen en alguna for-
ma una subordinación política de la Corte
respecto al Consejo de Seguridad, órgano que
está bajo un proceso de profunda reforma
aún por concluir, en el que México y otros
muchos países han tenido una clara posición
a favor del cambio presentando propuestas
que aún están en la mesa de discusión. Los
problemas de dejar exclusivamente al Con-
sejo de Seguridad la responsabilidad de
atender asuntos relacionados con la paz y la
seguridad sin darle a la Asamblea General la
posibilidad conforme a la Carta de la ONU
de ejercer su responsabilidad en estos asun-
tos, la estamos viviendo en forma dramática
en el tratamiento de la situación de Irak en
Naciones Unidas.

En esa línea de acción, México y otros paí-
ses lograron durante las negociaciones, la
eliminación en el texto del Estatuto de la re-
ferencia al Consejo de Seguridad como el
órgano único de vínculo con la Corte en dos
instancias: la primera, en la que se señalaba
que cuando un país no cumple con el Estatu-
to, la Asamblea de Estados Parte de la Corte
debe dar vista del caso al Consejo de Seguri-
dad para que «tome las medidas que estime
adecuadas», cláusula que estimamos, desde
que fue presentada, inadecuada, dado el ca-
rácter independiente que queremos imprimir
a la Corte; la segunda, al incorporarse a últi-
ma hora en el Artículo 5 «agresión» como
delito bajo la competencia de la Corte, sujeto
a que se definieran en forma pertinente sus
elementos constitutivos, se logró evitar la re-
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ferencia al Consejo de Seguridad, sustituyén-
dola, al hablar de que la tipificación de la
«agresión» debe ser «compatible con las dis-
posiciones pertinentes de la Carta de la
ONU» –sin embargo, a pesar del éxito de
estos esfuerzos, el Estatuto contiene las si-
guientes referencias al Consejo de Seguridad
que son difíciles de aceptar para nuestro país
y para muchos otros países, en los términos
en los que se incluyeron:

La facultad que se da al Consejo de Seguri-
dad para pedir a la Corte que posponga la
investigación o enjuiciamiento ya iniciado de
un delito, sin marcar plazos o límite máximo
de tiempo. Esta disposición, además de que
excluye a la Asamblea General de la ONU,
cancelando indebidamente las facultades de
ese órgano conforme el Capítulo VII de la
Carta, puede prácticamente paralizar a la
Corte en la consideración de casos determi-
nados.

El aceptar que únicamente el Consejo de
Seguridad puede, en una interpretación erró-
nea del Capítulo VII de la Carta de la ONU,
referir una situación a la Corte para iniciar
un proceso cuando estima que ha surgido una
situación en que parezca haberse cometido
uno o varios crímenes competencia del Tri-
bunal, excluyendo indebidamente a la
Asamblea General, que también tiene facul-
tades conforme al capítulo de la Carta citado.

Nuestra firme oposición a esas referencias
tiene el siguiente fundamento jurídico:

Aceptar que la acción de la Corte se sujete,
conforme a lo expresado en el Capítulo VII,
a la acción del Consejo de Seguridad, donde
muchas de sus decisiones están limitadas por
el derecho de veto del que gozan y abusan
los cinco Miembros Permanentes del citado
órgano es –en nuestra opinión- no sólo un
grave error político para países como Méxi-
co que desde San Francisco han pugnado por
la democratización de la ONU, sino una de-
cisión no fundada en derecho.

Al respecto, compartimos el punto de vista

de la llamada Asociación Americana de Ju-
ristas sobre este tema, que sostiene que un
Tratado mediante el cual se pretende esta-
blecer un Tribunal Internacional, que incluye
cláusulas que subordinan de una manera u
otra la actividad jurisdiccional de la Corte a
decisiones de otro órgano u organismo inter-
nacional, ya sea para impulsarla, suspender
su acción, demorarla o paralizarla, podría ser
nulo de pleno derecho, de conformidad con
el Artículo 53 de la Convención de Viena so-
bre el Derecho de los Tratados, que establece
esa sanción para toda Convención que esté
en oposición con una norma imperativa de
derecho internacional general (ius cogens).

Como lo afirma la citada Asociación Ameri-
cana de Juristas, en una tesis que
compartimos, cláusulas que consagren esa
subordinación hacia el Consejo de Seguridad,
son contrarias al principio de independencia
de la judicatura y al derecho de toda persona
de recurrir a un tribunal independiente para
que resuelva lo conducente.

Ahora bien, ¿ por qué México insiste en no
reconocer al Consejo de Seguridad como el
único órgano de la ONU con facultades con-
forme al Capítulo VII de la Carta?

Lo hace con base en el importante proce-
dente establecido a partir de la Resolución
sobre Unidad de Acción a favor de la Paz,
aprobada por la Asamblea General de la
ONU en 1950, que ha constituido el funda-
mento de una nueva norma como
correctamente la define el recientemente fa-
llecido jurista mexicano Jorge Castañeda en
su obra sobre el valor jurídico de las resolu-
ciones de Naciones Unidas, basada en el
criterio de que si el Consejo de Seguridad,
por falta de unanimidad entre sus Miembros
Permanentes, deja de cumplir con su respon-
sabilidad primordial de mantener la paz y la
seguridad internacionales en un caso en que
se detecte una amenaza a la paz, un que-
brantamiento a la paz o un acto de agresión,
la Asamblea General deberá examinar el tema
y adoptar las recomendaciones del caso. En
otras palabras, el principio es que una situa-
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ción de esa naturaleza no puede quedar sin
solución, a la luz de la Carta de la ONU.

La tesis de reconocer la competencia a la
Asamblea General de la ONU en el Estatu-
to, fue rechazada por los Miembros
Permanentes del Consejo de Seguridad –sal-
vo China-, y por sus aliados militares en la
Conferencia de Roma y fue defendida por
México y un grupo de países, ante la indife-
rencia de la gran mayoría que, quizás por no
estar familiarizados con las implicaciones del
tema, prefirieron abstenerse de entrar en con-
flicto con los Miembros Permanentes del
Consejo de Seguridad en dicho foro.

La necesaria tipificación de las Armas de
Destrucción Masiva como Crímenes de
Guerra

Otro de los aspectos que preocuparon a la
Delegación Mexicana y que justifican la abs-
tención al proyecto de Estatuto, fue la
eliminación de la lista de armas cuyo uso
tipifica un crimen de guerra, de las armas de
destrucción masiva (químicas, bacteriológicas
y nucleares), con lo cual, una vez que entre
en vigor el Estatuto, nos encontraremos en la
absurda situación de reconocer como crimen
de guerra el uso de veneno –o armas enve-
nenadas –que sí está incluida en el Estatuto-
y no el uso de armas químicas, bacteriológicas
y nucleares, lo cual es imposible de explicar
a la opinión pública, que en forma abrumado-
ra y con razón condena en forma unánime no
sólo el uso de esas armas, sino su existencia
misma.

Se estima además, que la no inclusión de las
armas de destrucción masiva como crimen
de guerra, en particular las armas nucleares,
es incompatible con tesis tradicionales soste-
nidas por México y por la inmensa mayoría
de los países Miembros de Naciones Unidas,
que como nosotros estiman que no sólo debe
lograrse a la brevedad posible un desarme
general y completo, empezando por el desar-
me nuclear, sino que debe tomarse en cuenta
que existe ya una norma de derecho interna-
cional confirmada por la costumbre y

reconocida en la Resolución 1653 de la Asam-
blea General de Naciones Unidas de 1961
que directamente declara ilegales esas armas.

Además, en su Opinión Consultiva de julio de
1996, la Corte Internacional de Justicia con-
firma la ilegalidad de la amenaza o el uso de
armas nucleares. Sabemos de las dudas de
que una resolución de la Asamblea General
de la ONU como la antes citada pueda crear
derecho, pero la tesis contraria, es decir el
posible reconocimiento de la legalidad de esas
armas, se elimina en virtud del rechazo por
abrumadora mayoría de los países Miembros
de la ONU al votar la citada Resolución 1653.

A pesar de que en el Estatuto aprobado, se
incluye la posibilidad de adicionar a la lista de
armas prohibidas –cuyo uso es un crimen de
guerra- otras armas, proyectiles, materiales
y métodos de guerra «que por su propia na-
turaleza causen daños superfluos o
sufrimientos innecesarios o surtan efectos
indiscriminados en violación del derecho hu-
manitario internacional aplicable en conflictos
armados» se incorpora asimismo una limita-
ción que establece que para ampliar la lista
de armas prohibidas es necesario «que esas
armas sean objeto de una prohibición com-
pleta y estén incluidas en un anexo del
presente Estatuto en virtud de una enmienda
aprobada de conformidad con las disposicio-
nes que sobre el particular se incorporan en
dicho instrumento».

Lo anterior quiere decir que las armas quími-
cas o bacteriológicas –que sí están prohibidas
conforme Tratados en vigor-, sólo podrán ser
consideradas como crimen de guerra hasta
que estén incluidas en un anexo del Estatuto
de la Corte ratificado por un determinado
número de países –es decir se vuelve a po-
ner a votación conceptos que ya están en
vigor- y las armas nucleares, dada la posi-
ción de las potencias nucleares de rehusar
negociaciones para prohibir las armas nuclea-
res mediante Tratado, quedarán fuera de la
aplicación de esta importante Convención.
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No hay duda de que, como en el caso de la
vinculación del Consejo de Seguridad con la
Corte, la negociación del Estatuto para crear
el Tribunal quizás no es el medio más idóneo
para decidir un tema tan complejo como la
tipificación de las armas de destrucción ma-
siva como crimen de guerra, y en ese sentido
buscamos fórmulas que dejaran a salvo las
diferentes posiciones, esfuerzo en el que no
tuvimos éxito; sin embargo, tampoco podría-
mos aceptar preceptos que fueran contrarios
a nuestras posiciones tradicionales sosteni-
das en todos los foros sobre la materia y que
contradijeran directamente la antes mencio-
nada opinión consultiva de la Corte
Internacional de Justicia, en la que
específicamente se señala que sin existir un
Tratado prohibiendo su uso, el derecho inter-
nacional humanitario basado en la costumbre
sí prohibe como regla general la amenaza o
el uso de las armas nucleares.

En tal virtud y tomando en cuenta que la Co-
misión Preparatoria debe reunirse en breve,
para aprobar otros elementos para tipificar
los crímenes competencia del Tribunal, se-
gún quedó decidido en la resolución
correspondiente, quizás sea la oportunidad
para que nuestro país y otros con una posi-
ción similar vuelvan a plantear este tema en
alguna forma compatible con lo ya aprobado.

Ampliación de la Competencia de la Cor-
te en Relación a otros Crímenes
Internacionales

El Estatuto de la Corte –que en opinión de la
mayoría debería limitarse a aquellos delitos
sobre los que hubiera consenso o casi con-
senso que en resumen eran: genocidio, guerra
y crímenes de lesa humanidad, con un amplí-
simo apoyo para incorporar agresión- se
amplió a última hora en la Conferencia a trá-
fico ilegal de drogas y terrorismo, sujeto a
que se lograra acuerdo sobre sus elementos
básicos. Debe aclararse que dada la comple-
ja situación que se vive con Estados Unidos
de América en temas de narcotráfico, a Méxi-
co le provoca cierta preocupación la inclusión
de este delito, que sin embargo pueda ser re-

suelta si los elementos que tipifican ese delito
son adecuados.

Limitantes al alcance de capítulo relati-
vo a los «crímenes de guerra»

Por otra parte se incorporó en la introduc-
ción del capítulo de Crímenes de Guerra, una
limitante general al señalar que la Corte ten-
drá competencia «en particular cuando se
cometan como parte de un plan o política, o
como parte de la comisión en gran escala de
tales crímenes» a pesar de que en la lista de
ese tipo de crímenes sólo se incluyen los ac-
tos más aberrantes que puedan someterse en
un conflicto armado y de que inclusive el Co-
mité Internacional de la Cruz Roja, entidad
reconocida en varios Tratados como la en-
cargada de cuidar que se cumplan los
principios de derecho humanitario en vigor,
rechazó esa propuesta, señalando que los
actos incluidos en la lista deben ser «críme-
nes de guerra», independientemente de que
se lleven a cabo como parte de un plan o
política de Estado.

Para completar el cuadro de salvaguardias
que claramente favorecen a los países que
son potencias militares y tienen o pueden te-
ner tropas allende sus fronteras, se incorpora
en el Estatuto, sin previo debate de ese pun-
to, una disposición transitoria conocida en la
diplomacia parlamentaria multilateral como la
cláusula «del abuelo» que se originó en el Acta
Constitutiva de la Organización Mundial de
Comercio, y que aplicada a la materia de esta
Convención, señala que cualquier Estado
Parte podrá declarar que durante un período
de 7 años contados a partir de la fecha en
que el Estatuto entre en vigor para ese Esta-
do, tiene la facultad de declarar que no
aceptará la competencia de la Corte sobre
los crímenes de guerra cuando se denuncie
la comisión de uno de esos crímenes por sus
nacionales o en su territorio, además de in-
corporarse por otro lado definiciones como
la de conflicto armado no internacional, sin
base jurídica alguna, es decir sin tomarlas ya
aprobados y en vigor, que añade otro elemento
de confusión que puede tener un impacto al
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momento de aplicar el Estatuto que crea la
Corte.

Aparte de las anteriores consideraciones, hay
algunas disposiciones del Estatuto que podrían
ser incompatibles con nuestra Constitución o
leyes secundarias, sobre las que deberá pro-
nunciarse en breve la Comisión
Intersecretarial que en nuestro país analiza
el tema, entre las cuales deben destacarse
las siguientes:

Artículo 20 (Cosa juzgada o non bis in
idem)

Este artículo, el lugar de reafirmar la validez
del principio general de derecho conocido
como cosa juzgada establece excepciones al
señalar que la Corte no procesará a nadie
que haya sido juzgado por otro tribunal en
razón de los crímenes incorporados en el Es-
tatuto, a menos que el otro tribunal: a)
obedeciera al propósito de sustraer al acusa-
do de su responsabilidad penal por crímenes
de la competencia de la Corte, o b) no hubiere
sido instruido en forma independiente o im-
parcial, de conformidad con las debidas
garantías procesales reconocidas por el de-
recho internacional, o lo hubiere sido de alguna
manera que, en las circunstancias del caso,
fuese incompatible con la intención de some-
ter a la persona a la acción de la justicia.

Se considera que este precepto podría afectar
el espíritu y la letra del Artículo 23 constitucio-
nal mexicano y sin duda podría ser uno de los
obstáculos para una posible firma del Estatu-
to. Inclusive no es de los artículos que pudieran
sugerir una enmienda constitucional, entre
otras razones porque estimamos que una pro-
puesta en ese sentido no sería viable en el
Congreso. El artículo 23 Constitucional en vi-
gor es reproducción textual del artículo 23 del
proyecto de Constitución de Venustiano
Carranza, tomado a su vez del artículo 24 de
la Constitución de 1857. En otras palabras,
refleja una norma que nunca ha sido puesta en
duda en nuestro régimen constitucional.

Aunque controvertida, una interpretación de
este Artículo que quizás podría salvar la ob-
jeción constitucional mencionada, consistiría
en sostener que si reconocemos la compe-
tencia de la Corte en los términos del Artículo
17 del Estatuto, que señala que se aplica para
los casos en que «un Estado no esté dispues-
to a llevar a cabo la investigación o el
enjuiciamiento o no pueda realmente hacer-
lo» definiendo en el mismo precepto las
circunstancias que tipifican esas salvedades,
deberíamos aceptar asimismo los mismos cri-
terios de excepción en relación con las
prohibiciones que establece el propio Estatu-
to, sobre todo tomando en cuenta que es
concebible que un Estado pudiera falsear un
juicio en un tribunal nacional, para que apli-
que el principio de cosa juzgada y el presunto
criminal quede impune de ser juzgado por la
Corte Penal Internacional.

Artículo 24 (Imposibilidad de invocar
inmunidad por cargo oficial)

Este artículo establece que «el cargo oficial
de una persona, sea Jefe de Estado o de Go-
bierno, Miembro de un Gobierno o
Parlamento, Representante elegido o funcio-
nario de Gobierno, en ningún caso lo eximirá
de responsabilidad penal ni constituirá per se
motivo para reducir la pena» para después
agregar, en el segundo párrafo, que «las in-
munidades y las normas de procedimientos
especiales que conlleve el cargo oficial de
una persona, con arreglo al derecho interno o
al derecho internacional, no obstarán para que
la Corte ejerza su competencia sobre ella».

Esa disposición pudiera ser inconsistente con
los Artículos 108 al 111 de la Constitución
Mexicana. Contraviene en particular la in-
munidad procesal consagrada en los artículos
señalados para los servidores públicos de alta
jerarquía en materia penal y sin duda merece
consideración una enmienda constitucional al
respecto, tema sobre el que entiendo ya se
han presentado propuestas en la Cámara de
Diputados, sin vincularlas a la Corte Penal
Internacional.
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Artículo 27 (Imprescriptibilidad de los
delitos)

Este precepto establece simple y llanamente
que «los crímenes competencia de la Corte
no prescribirán». Si bien la imprescriptibilidad
no está contemplada en la legislación nacio-
nal porque se pudiera considerar violatoria
de las garantías individuales del procesado,
se estima que esta cláusula no debería ser
impedimento para que México suscriba este
Convenio, tomando en consideración sobre
todo la gravedad y la trascendencia de los
crímenes internacionales, si bien es claro que,
de aceptarse, se requieren modificaciones a
leyes secundarias como el Código Penal y el
Código de Justicia Militar.

Artículo 54 bis ( Funciones y atribucio-
nes del fiscal con respecto al las
investigaciones)

Este precepto, que define las facultades del
Fiscal, provocó dudas a México y a otras
muchas delegaciones, al establecer que el
Fiscal de la Corte Penal Internacional podrá
realizar investigaciones en el territorio de un
Estado, si bien posteriormente el Artículo 57
bis se aclara que dicho funcionario interna-
cional sólo podrá llevar a cabo esa
investigación en el territorio de un Estado, si
ha obtenido un acuerdo de cooperación el ci-
tado Estado o cuando dicho Estado
manifiestamente no esté en condiciones de
cumplir una solicitud de cooperación o de pla-
no no exista autoridad u órgano de su sistema
judicial competente para cumplir con la soli-
citud de cooperación.

Debe hacerse notar que el ejercicio de esa
facultad por parte del Fiscal está sujeto a la
autorización de la Sala de Cuestiones Preli-
minares de la Corte Penal, la cual en cierta
forma sirve como mecanismo de control y
supervisión para que no ocurran abusos; sin
embargo, quizás se requiera más precisión
de las limitaciones a las que debe sujetarse el
fiscal antes de poder llevar a cabo una inves-
tigación en el territorio de un Estado.

Artículo 67 (Derechos del acusado).

En virtud de que este artículo establece los
derechos del acusado, incluyendo las garan-
tías mínimas durante el proceso, surge un
posible conflicto con el Artículo 13 de la Cons-
titución mexicana que establece que «nadie
puede ser juzgado por leyes privativas ni tri-
bunales especiales», lo cual quizás pudiera
resolverse con una declaración interpretativa
que señale que la Corte Penal Internacional,
cuyo Estatuto será incorporado en un tratado
internacional sujeto a aprobación y ratifica-
ción, no puede ser considerado como tribunal
especial en el sentido del Artículo 13 consti-
tucional, por estar en estricta congruencia con
nuestra Carta Magna.

No hay duda de que este punto en particular
será motivo de discusión entre los especialis-
tas; sin embargo, para nosotros el concepto
de «Tribunal Especial o leyes privativas» in-
cluye como requisito que exista una
incompatibilidad con nuestras leyes funda-
mentales y que haya sido creado, como lo
interpretó la Suprema Corte de Justicia, ex-
clusivamente para conocer, en un tiempo
dado, de ciertos delitos o de determinados
delincuentes, es decir ad hoc.

Artículo 75, párrafo 1, inciso b (Penas
aplicables, cadena perpetua)

Este precepto establece las penas aplicables
por la Corte Penal Internacional, entre las
cuales se incluye «la reclusión a perpetuidad,
cuando lo justifiquen la extrema gravedad del
crimen y las circunstancias personales del
condenado».

Si bien la cadena perpetua no está contem-
plada en la legislación nacional, la aplicación
de esta pena está claramente acotada en el
Artículo 100, Párrafo 3, el cual establece la
posibilidad de hacer una revisión después de
25 años de cumplir la sentencia. Si bien la
incompatibilidad con nuestras leyes se man-
tiene, la vinculación entre esos dos preceptos
podría fundamentar el no objetar el Estatuto
por este artículo en particular.
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Comentario Final

Después de los horrores de la Segunda Gue-
rra Mundial, los juicios a que se sometió en
Nuremberg y Tokio a los dirigentes nazis y
del imperio japonés, y la creación de las Na-
ciones Unidas como el organismo que debía
preservar la paz mundial bajo el imperio del
derecho y algunos tribunales especiales para
crímenes internacionales, la comunidad inter-
nacional consideró quizás equivocadamente,
que había comenzado una nueva era; una era
en la que el uso de la fuerza armada se elimi-
naba como instrumento de política nacional.

Las pasadas cinco décadas han sido testigo
de más de doscientos conflictos armados en
los que han muerto más personas –en gran
porcentaje civiles- que en la II Guerra Mun-
dial, hemos sido testigos de atrocidades y
hasta de genocidios con motivaciones étnicas
o ideológicas, y con mucha frecuencia los
responsables han eludido el juicio y castigo
de los tribunales nacionales, inclusive en mu-
chos casos los culpables de esas violaciones
han desempeñado cargos de mando y poder
en sus propios países y se han situado, de
hecho, por encima de la ley.

A pesar de eso, la comunidad internacional
no ha logrado hasta ahora crear mecanismos
adecuados para eliminar esa impunidad ante
la ley frente a crímenes de carácter interna-
cional, de ahí la importancia del esfuerzo
llevado a cabo por Naciones Unidas para
crear una Corte Penal Internacional. Nues-
tra actitud a ese respecto está basada en
algunos de los criterios que hemos señalado
en este artículo, sujeto a lo que determine la
comisión Intersecretarial creada para este
efecto, que presentará sus conclusiones en
breve.

La tarea se basa en una sólida posición paci-
fista y de apoyo a la vigencia del imperio del

derecho a nivel universal, sostenida tradicio-
nalmente por México como Miembro de la
comunidad de naciones; en una significativa
acción Internacional de nuestro país no sólo
para eliminar el uso de la fuerza como instru-
mento de política de Estado, sino también para
desarrollar y fortalecer el derecho aplicable
en caso de conflicto armado; en una serie de
medidas de desarme regional y universal que
hemos presentado y promovemos sin descan-
so; en los esfuerzos para dar vigencia,
mediante la suscripción de importantes trata-
dos, al principio de la fiscalización
internacional de los derechos humanos, que
se ha fortalecido con la aceptación por parte
de México de la jurisdicción de la Corte
Interamericana de Derechos Humanos.

Sin embargo, debe quedar claro que, a la luz
de las consideraciones que hacemos, el inte-
rés de México, y esperamos que de otros
muchos países, sea lograr un Tribunal Penal
Internacional que garantice la aplicación de
discriminación del derecho internacional y, en
consecuencia, resistiremos cualquier intento
de politizar esa instancia judicial, a fin de evi-
tar que pudiera convertirse en un tribunal
dependiente de un órgano descarnadamente
político como es el Consejo de Seguridad, o
para juzgar sólo a nacionales de países en
desarrollo, sin olvidar que el objetivo primor-
dial de una Corte de esta naturaleza son las
más graves violaciones al derecho aplicable
en caso de conflicto armado.

Si en el mundo prevalece una clara inequidad
entre las naciones, difícilmente podemos
aceptar transferir esa situación al primer in-
tento desde la postguerra, después del
establecimiento de la Corte Internacional de
Justicia y de los Tribunales regionales sobre
Derechos Humanos, para crear una instan-
cia judicial de alcance mundial con impacto
en la lucha contra la impunidad en la que to-
dos estamos comprometidos.


